
ZONA LATINOAMERICANA DE LIBRE COMERCIO 

1tatilicación del de 'lno.ntev.ideo. 
(Informe Mensual) 

OS hechos de singular trascendencia se han producido 
en mayo. El día 2 se efectuó en la capital de Uruguay 
la ceremonia de depósito de los instrumentos de rati­

ficación del Tratado de Montevideo por parte de seis países. 
Del 8 aL12 de mayo se celebró en Santiago de Chile el 
tercer período de sesiones dei Comité de Comercio de la 
CEPAL. 

Argentina, Brasil, Chile, México, Perú y Uruguay aca­
ban de dar así el paso decisivo para poner en vigor la Zona 
y la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. Faltó 
a la cita Paraguay, cuyo Gobierno estimó no hallarse en con­
diciones de ratificar el Tratado por ahora. !Con la decisión 
anterior de Bolivia de quedar de momento al margen de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio resulta que, 
del grupo inicial, las. dos naciones de menor desarrollo rela­
tivo han retrocedido. Los motivos de Bolivia fueron analiza­
dos en .el "informe mensual" de abril. Cabe suponer que, con 
ligeras variantes, los de Paraguay son similares. Ello signifi­
ca que los países miembros, sus organismos directivos y el 
Comité de Comercio de la CEP rlL tienen que reexaminar a 
fondo las condiciones que .el propio Tratado señala en favor 
de las naciones que se encuentran en las circunstancias de 
Bolivia y Paraguay a fin de encontrar soluciones que permi­
tan superar los temores que les inducen a aplazar su posible 
ingreso en la Zona. Esta es el camino para el mercado co­
mún latinoamericano y un instrumento para fomentar el 
comercio• intrarregional y, al mismo tiempo, estimular el des­
arrollo económico; pero en su concepción mejor tiende a 
abarcar a toda América Latina. En. el pensamiento de sus 
promotores, no debe servir para ensanchar dentro de nuestra 
región las diferencias de adelanto o atraso económico que se 
aprecian entre los diversos países, sino para atenuarlas me­
diante una acción colectiva que permita a los de menor des­
arrollo relativo beneficiarse en proporción a sus mayores ne­
cesidades. La experiencia -limitada e incipiente, pues el 
Tratado dista mucho de funcionar todavía- indica empero 
que este aspecto sigue constituyendo un problema para el 
cual falta todavía la solución adecuada. 

El Congreso uruguayo dio su aprobación al Tratado de 
Montevideo el 27 de abril último. La división de opiniones 
que se ha manifestado en ese país en torno al asunto, y que 
en algún momento hizo temer que se registrara una baja 
inicial más, se ha reflejado en las circunstancias del voto 
parlamentario. Al mismo tiempo que el texto de ratificación, 
los diputados adoptaron una declaración que, en cierto modo, 
condiciona la participación uruguaya en la Zona. Dicho texto 
exhorta al Gobierno de Uruguay a gestionar con las otras 
partes contratantes, en e/, plazo de un año, el establecimiento 
de un protocolo adicional con los siguientes fines: 

"1) Organización de un sistema de créditos y de pagos 
multilaterales; 2) Autoridad competente y procedimientos 
para la interpretación del Tratado; 3) Normas comunes sobre 
competencia leal en el comercio y la industria que imposibi­
liten los monopolios, los trusts, similares y abusos del poder 
económico; 4) Participación creciente de los trabajadores de 
los países contratantes en los beneficios derivados de la apli­
cación del Tratado, garantizándoles un nivel de vida decoro­
so en lo económico, familiar y cultural; 5) Arbitraje u otro 
medio pacífico para resolver las diferencias que pudieran sur­
gir entre las Partes Contratantes". 

En virtud del depósito de los instrumentos de ratifica­
ción, el Tratado de Montevideo entrará en vigor el lo. de 
junio próximo; la primera conferencia de las partes contra­
tantes se reunirá en el mes de julio y el Comité Ejecutivo 
Permanente se constituirá el lo. de agosto, mes durante e! 
cual se espera iniciar la primera serie de negociaciones. 

En la reunión del Comité de Comercio se aprobaron va­
rias resoluciones que responden a las inquietudes suscitadas 
y a los problemas más evidentes que se plantean con motil'D 
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de la próxima entrada en vigor del Tratado de !vlontevideo. 
Una de dichas resoluciones reconoce con satisfacción que el 
Tratado de Montevideo guarda concordancia con los princi­
pios generales cuya observación recomendó el Comité de Co­
mercio para formar el mercado común latinoamericano, así 
como que el Tratado constituye un instrumento adecuado 
para el establecimiento de una zona de libre comercio y para 
el progreso hacia la deseada complementación de las econo­
mías de América Latina. El mismo documento pide a la Se­
cretaría Ejecutiva de la CEPAL que, en sus estudios tenga 
especialmente en cuenta los pmblemas de las relaciones co­
merciales entre las agrupaciones multilaterales actualmente 
existentes y las países de la región que aún no son miembros 
de las mismas; recomienda a los gobiernos latinoamericanos 
que no se han hecho o no han decidido aún hacerse parte 
de los tratados multilaterales ya concertados en América 
Latina, que con la colaboración de la Secretaría de la CEPAL 
estudien los problemas que plantea su eventual participación 
en dichos instrumentos. Se recomienda también a la misma 
Secretaría que, en la ejecución de sus trabajos sobre política 
comercial, considere en especial los correspondientes al in­
cremento de las relaciones de intercambio de los países latino­
americanos con los de otras regiones, y examine los proble­
mas de las relaciones comerciales con países o grupos de 
países de esas otras regiones. Por último, en la resolución 
se reconoce la conveniencia de que el Comité de Comercio 
pase revista en su próximo período de sesiones a los progre­
sos que se realicen en el cumplimiento del programa de in­
tegración del mercado común centroamericano y del de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. 

Otro de lus documentos aprobados recomienda a los 
países latinoamericanos la reestructuración de una política 
aduanera. encaminada a .estimular las actividades productivas 
más eficientes y las condiciones básicas para el desarrollo de 
sus economías nacionales y la expansión del comercio exte­
rior, teniendo en vista el interés de coordinar los programas 
nacionales de desarrollo económico y de promover la comple­
mentación creciente de sus economías. Para ello es indis­
pensable que se simplifique y coordine los regímenes de im­
portación y se restituya al arancel aduanero el carácter de 
instrumento básico de la política comercial, dotándolo de la 
necesaria flexibilidad para que se adapte a los cambios de 
estructura inherentes al proceso de desarrollo económico. 

Sobre asuntos aduaneros, la reunión del Comité de Co­
mercio de la CEPAL acordó recomendar a los países latino­
americanos la adopción de la Nomenclatura Arancelaria de 
Bruselas como nomenclatura uniforme. También se indicó a 
la Secretaría de la CEPAL la conveniencia de organizar 
cursos de especialización en política comercial. 

Se consagró una resolución al transporte. La Secretaría 
de la CEPAL considerará en especial los problemas relacio­
nados con la disponibilidad y condiciones de funcionamiento 
del transport.e de los productos de intercambio latinoameri­
cano y la incidencia de los fletes en su precio final. Exami­
nará igualmente los demás aspectos de los problemas de po­
lítica comercial vinculados a esas materias. 

Los países grancolombianos ratificaron en la reunión 
del Comité de Comercio de la CEPAL s11s posiciones favo­
rables al Tratado de Montevideo. La delegación de Colombia 
hizo saber que su Gobierno ha sometido al Congreso un 
proyecto de ley pidiendo la adhesión del país al Tratado. La 
aprobación del proyecto, que se da por descontada, permitiría 
a Colombia participar casi desde un comienzo en las nego­
ciaciones de las partes contratantes. Ecuador manifestó que 
espera ser reconocido en la Asociación Latinoamericana de 
Libr.e Comercio como un país de menor desarrollo económico 
relativo, reconocimiento que facilitará su ingreso a la misma. 
Por su parte, la delegación de Venezuela seíialó que su país 
no puede tomar decisión alguna mientras no se le garantice 
un tratamiento especial en vista de las características actuales 
de su estructura económica. 
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